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SENTENCIA N.° 221-17-SEP-CC

CASO N.° 0842-13-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El señor Luis Modesto Gavilánez Jiménez, por sus propios derechos, presentó
demanda de acción extraordinaria de protección en contra de los autos dictados el
1 de abril de 2013 y el 12 de abril de 2013, por los jueces de la Sala de lo Penal
de la Corte Nacional de Justicia, en los que declararon el abandono del recurso de
casación y negaron la revocatoria de dicha decisión, respectivamente, en el caso
signado con el N.° 17721-2013-0099. El caso ingresó a la Corte Constitucional y
se le asignó el N.° 0842-13-EP.

El secretario general de la Corte Constitucional del Ecuador, de conformidad con
lo establecido en el inciso segundo del cuarto artículo innumerado agregado a
continuación del artículo 8 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de
Competencia de la Corte Constitucional, el 20 de mayo de 2013, certificó que en
referencia a la presente acción extraordinaria de protección no se había
presentado otra demanda con identidad de objeto y acción.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional del Ecuador, conformada por las
jueces constitucionales Tatiana Ordeñana Sierra, Ruth Seni Pinoargote y Manuel
Viteri Olvera, el 26 de junio de 2013 a las 13:36, admitió a trámite la acción
extraordinaria de protección.

Mediante sorteo realizado por el Pleno de la Corte Constitucional el 24 de julio
de 2013, en sesión ordinaria, correspondió la sustanciación del presente caso al
juez constitucional Marcelo Jaramillo Villa.

El 5 de noviembre de 2015, se posesionaron ante el Pleno de la Asamblea
Nacional los jueces constitucionales Pamela Martínez Loayza, Roxana Silva
Chicaíza y Francisco Butiñá Martínez, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 432 y 434 de la Constitución de la República del Ecuador.
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Mediante sorteo realizado por el Pleno de la Corte Constitucional el 11 de
noviembre de 2015, en sesión extraordinaria, correspondió la sustanciación del
presente caso a lajueza constitucional Roxana Silva Chicaíza.

La jueza constitucional sustanciadora, mediante auto del 18 de octubre de 2016, a
las 08:15, avocó conocimiento de la causa, ordenó la notificación a las partes y a
terceros con interés en la causa y dispuso a la judicatura que emitió las decisiones
judiciales impugnadas que emita el informe de descargo sobre los argumentos
presentados en la demanda.

Decisiones judiciales impugnadas

El accionante impugna el auto dictado el 1 de abril de 2013, por los jueces de la
Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, en el que declararon el
abandono del recurso de casación; así como, aquel emitido el 12 de abril de
2013, enel que negaron el pedido de revocatoria; ambos dictados dentro del caso
signado con el N.° 17721-2013-0099. El texto de las decisiones impugnadas,
relevante para el presente análisis, es el siguiente:

Auto del 1 de abril de 2013

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA - SALA DE LO PENAL

Quito, 01 de Abril de 2013; a las 16H00.-

VISTOS: (...). En el día y hora señalados, conforme consta de autos para que tenga
lugar la audiencia oral pública y contradictoria dentro del juicio incoado por Jiménez
Díaz Carlos Alberto en contra de Gavilánez Jiménez Luis Modesto, no se la llevó a
efecto por cuanto no compareció el recurrente, según obra de autos la razón actuarial.
Ental virtud y siendo el estado procesal de resolver para hacerlo seconsidera: (...)

SEGUNDO.- RESOLUCIÓN:

En el caso sub lite ha sido el recurrente Gavilánez Jiménez Luis Modesto, quien pese
haber hecho ejercicio de todos los mecanismos de defensa contemplados en el Art. 76,
numeral 7. Literal a) de la Constitución de la República, así como lo señalado por la
doctrina, ha acudido hasta la Corte Nacional con la interposición del Recurso de
Casación y, habiendo sido oportunamente notificado para la audiencia oral, pública y
contradictoria de fundamentación de su recurso, no asistió a dicha diligencia, es decir,
ha sido el propio recurrente quien de manera inexplicable han renunciado al derecho de
fundamentar su recurso, impidiendo con ello que este Tribunal de la Sala Penal de la
Corte Nacional pronuncie sentencia conforme lo establece el Art. 358 del Código de
Procedimiento Penal, por lo que en aplicación del principio de debida diligencia
previsto enlos Arts. 172 de la Constitución de la República del Ecuador; 20 del Código/
Orgánico de la Función Judicial y el Art. 326.1 del Código de Procedimiento Penal

^



Corte
Constitucional
del ecuador

Caso N.° 0842-13-EP Página 3 de 14

reformado, se declara el abandono del recurso de casación, interpuesto. Por otro lado,
se deja constancia de la falta de observancia del principio de buena fe y lealtadprocesal,
consagrado en el Art. 26 del Código Orgánico de la Función Judicial, del abogado que
patrocina la defensa del recurrente, pues ha sido el quien con su actuar ha impedido que
su defendido haga uso del legítimo derecho que le asistía. Devuélvase el proceso al
Tribunal de origen para los fines de ley.- Actúe la Dra. Sara Jiménez Murillo, Secretaria
Relatora Encargada.- Notifíquese (sic).

Auto del 12 de abril de 2013

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA - SALA ESPECIALIZADA DE LO PENAL

Quito, 12 de abril de 2013; las 09hl5

VISTOS: Agregúese al proceso los escritos y certificado médico presentado por la
señora Merly Barberán Solórzano, Abogada Defensora, del señor LUIS MODESTO
GAVILÁNEZ JIMÉNEZ, de fechas 2, 3 Y 4 de abril de 2013, las 15h05; llh30; y,
12hl0, respectivamente; atendiendo los mismos se dispone: (...) el recurrente, ha sido
oportunamente notificado, en legal y debida forma, conforme consta en la razón
actuarial constante en autos a fs. 13 del cuadernillo de la Corte Nacional de Justicia,
para que se lleve a efecto la audiencia señalada, por lo que no ha sido privado del
derecho a la defensa; consecuentemente, no se ha vulnerado el derecho constitucional al
debido proceso del recurrente; al haber presentado un certificado médico después de
notificado el auto de abandono en el presente proceso, no es causa de procedencia para
que se revoque dicho auto, razón por la cual se declara improcedente la petición
solicitada por el recurrente (...). NOTTFÍQUESE, CÚMPLASE.- (sic).

Argumentos planteados en la demanda

En su demanda de acción extraordinaria de protección, el legitimado activo, Luis
Modesto Gavilánez Jiménez, presenta los siguientes argumentos:

Señala que, el 1 de abril de 2013, mediante la decisión judicial impugnada, los
jueces de la Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia declararon el
abandono del recurso de casación por él interpuesto. Afirma que el 2 de abril de
2013, antes que le sea notificada la decisión que ahora impugna, su abogada
habría presentado un certificado médico con el cual habría demostrado que por
un caso de fuerza mayor, acontecido de improviso el día en que iba a efectuar la
audiencia, no estuvo presente para fundamentar el recurso. En concreto, relata lo
siguiente:

Siendo el día señalado, mi Abogada Defensora sufre un intempestivo quebranto en su
salud que le impide acudir a la audiencia referida y como tiene su domicilio y residencia
en la ciudad de Guayaquil, el médico le prescribió descanso por ende no pudo siquiera
r-viajar hasta la ciudad capital para presentar su justificativo ese mismo día.

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al c-araue El Arbolitot • Telfs.: (593-2) 394-1800



Caso N.° 0842-13-EP Página 4 de 14

Indica que una vez notificado el auto que ahora impugna, solicitó la revocatoria
del mismo. Dicho pedido le habría sido negado, en uso de "... una interpretación
contraria a la reflejada en su propio auto de abandono, lo que [en su criterio]
contraría la lógica jurídica...", porque fundamentaron que no se violó el derecho
a la defensa en la tramitación de la causa.

Considera que habría justificado "... de forma oportuna y documentada..." las
razones para la inasistenciade su abogada defensora a la audiencia oral, pública y
contradictoria de fundamentación de su recurso; sin embargo, la judicatura habría
considerado que la salud de su abogada debería ser inquebrantable y que la
justificación debería hacérsela antes que dicho quebranto se presente, lo cual
estima, es ilógico. En su opinión, la Sala habría preferido la aplicación de normas
legales por encima de la Constitución; habrían interpretado las normas del
derecho a la defensa de manera restrictiva; le habrían impedido hacer algo no
prohibido en la ley; y, no habrían actuado de forma diligente.

Asimismo, consideran que la providencia señalada carecería de motivación, al no
contener una explicación sobre por qué no consideraron la justificación médica
como eximente de fuerza mayor. Consideran que se sacrificó el fin de obtener
justicia -en su criterio, el "... saber si el suscrito tenía o no razón para que se
case la sentencia condenatoria que [l]e aflige"- por la que considera una
formalidad, en razón de la cual, se le impidió ser escuchado.

A renglón seguido, presenta argumentos respecto de la interpretación de las
causas de fuerza mayor, establecidas en la legislación secundaria y en la doctrina,
los cuales respaldarían su aserción según la cual, se habría hallado en un caso de
tal naturaleza.

Identificación de los derechos presuntamente vulnerados por la decisión
judicial

El accionante identifica como vulnerado y concentra su argumentación en el
derecho al debido proceso, en la garantía de no ser privado del derecho a la
defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento, reconocido en el artículo 76
numeral 7 literal a de la Constitución de la República. También, por su relación
de interdependencia, identifica presuntas vulneraciones a los derechos a la salud;
a la igualdad; a la libertad personal; a la tutela judicial efectiva, imparcial y
expedita de sus derechos e intereses; al debido proceso en las garantías de
cumplimiento de normas y derechos, del derecho a la defensa relacionadas con el
contar con medios y tiempo para prepararla, ser escuchado en el momento
oportuno y en igualdad de condiciones, la defensa técnica y la motivación; y, a la\
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seguridad jurídica; todos ellos reconocidos en los artículos 32; 66 numerales 4 y
29; 75; 76 numerales 1 y 7 literales b, c, g y 1; y 82 de la Constitución de la
República. Estima que dichos derechos deben ser aplicados e interpretados a la
luz de los principios recogidos en los artículos 11 numerales 2, 3, 4, 5, 8; 169;
172; 417; y, 425 ibidem.

Pretensión concreta

En razón de los argumentos expuestos en su demanda, el accionante solicita a
esta Corte lo siguiente:

a. Que en sentencia, se acepte esta acción extraordinaria de protección que estoy
planteando;

b. Que se declare que se ha vulnerado [los derechos alegados en la demanda];

c. Que se deje sin efecto lo actuado desde el auto de fecha "Quito, 01 de Abril de
2013; a las 16H00" (...);

d. Disponer la prosecución del procedimiento contemplado en el Código de
Procedimiento Penal para el recurso de casación por parte de otros Jueces
Nacionales, quienes deberán convocar a la audiencia oral, pública y contradictoria
de fundamentación del recurso de casación.

Informe de la judicatura que emitió la decisión impugnada

El doctor Carlos Rodríguez García, secretario relator de la Sala de lo Penal de la
Corte Nacional de Justicia, adjunta al oficio N.° 4177-SSPPMPPT-CNJ-2016-
CRG, el informe suscrito por el doctor Edgar Wilfrido Flores Mier, conjuez de la
Corte Nacional de Justicia. En dicho informe, el mencionado conjuez expone lo
siguiente:

Señala que en el juicio penal que dio origen a la decisión impugnada, él y los
jueces nacionales Wilson Merino Sánchez y Vicente Robalino Villafuerte
avocaron conocimiento y resolvieron declarar el abandono del recurso, por falta
de comparecencia del recurrente a la audiencia fijada para que lo fundamente.
Indica que dicha providencia la dictaron en aplicación del artículo 326 numeral 1
del Código de Procedimiento Penal, en concordancia con el artículo 172 de la
Constitución de la República y el artículo 20 del Código Orgánico de la Función
Judicial.

stima que el debido proceso, en aplicación de la garantía reconocida en el
ftículo 76 numeral 1 de la Constitución de la República, "... se realiza en
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observancia estricta de los principios y garantías constitucionales reflejadas en
las previsiones normativas de la ley procesal...". En su criterio, el debido
proceso implica que no se prive a una parte de un derecho sin el procedimiento
regular, fijado en la ley; el cual no puede ser cualquiera, sin "debido"; que debe
asegurar a las partes el participar con libertad en el proceso; lo que implica tener
ciertas garantías.

Indica que, en el caso concreto, la Sala dio trámite al proceso conforme al
Código de Procedimiento Penal y en el auto impugnado, enunció las normas
pertinentes y explicó la pertinencia de su aplicación a la situación puesta en su
conocimiento, lo que la llevó a declarar el abandono. Considera que todas las
normas pertinentes fueron aplicadas y que las mismas no constituyen meras
formalidades, sino que son de carácter sustancial.

Opina lo mismo respecto del derecho a la defensa. Señala que el hoy accionante
lo ejerció y la Sala lo garantizó durante todo el proceso. Afirma que el presunto
quebrantamiento de salud de la abogada defensora del hoy accionante fue puesto
en conocimiento de la Sala con posterioridad a haber declarado el abandono.
Identifica la actuación de la abogada como una "maniobra" que considera, "... se
estaba volviendo recurrente en la Sala de lo Penal (...) de la Corte Nacional de
Justicia (...), con el propósito de dilatar los procesos...". Considera que la Sala
resolvió negar este tipo de pedidos, tomando en consideración que la notificación
para la realización de la audiencia se hace con al menos ocho días de anticipación
y dando facilidades a las partes para atender. Hace notar además, que a pesar de
hallarse con "descanso médico", la abogada pudo presentar en Quito el escrito
justificativo al día siguiente de haber sido declarado el abandono, siendo que su
domicilio sería la ciudad de Guayaquil. Esta acción, a su juicio, quebrantaría el
principio de buena fe procesal.

Estima que al accionante no se le impidió acceder a la justicia, y se dio respuesta
a sus pretensiones por medio de la sentencia correspondiente -de segunda
instancia-. Recuerda que el acceder al sistema judicial no implica que sus
pretensiones sean atendidas positivamente. Recuerda que, así como el accionante
tiene el derecho a acceder a la justicia, la víctima tiene derecho a que, en un plazo
razonable, se le repare el daño ocasionado a consecuencia del delito.

Por último, trae a colación el hecho que los otros dos jueces que conformaron el
tribunal ya no forman parte de la Corte Nacional de Justicia -el uno por
fallecimiento y el otro, por haber concluido sus funciones-.
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Carlos Jiménez Díaz, presunto agraviado en la acción penal que concluyó con las
decisiones judiciales impugnadas, comparece ante esta Corte el 20 de junio de
2013 y, sin efectuar pronunciamiento sobre la acción presentada, señala casilla
judicial y correos electrónicos para futuras notificaciones.

Intervención del representante de la Procuraduría General del Estado

El abogado Marcos Edison Arteaga Valenzuela, director nacional de Patrocinio,
delegado del procurador general del Estado, comparece ante esta Corte el 25 de
octubre de 2016 y, sin efectuar pronunciamiento sobre la acción presentada,
señala casilla constitucional para futuras notificaciones.

ii. consideraciones y fundamentos de la corte
constitucional

Competencia de la Corte

Este Organismo es competente para conocer y resolver la presente acción
extraordinaria de protección en virtud de las normas contenidas en los artículos
94, 429 y 437 de la Constitución de la República, en concordancia con el artículo
191 numeral 2 literal d de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional, y artículo 3 numeral 8 literal c y tercer inciso del artículo
46 de la Codificación del Reglamento de Sustanciación de Procesos de
Competencia de la Corte Constitucional.

Naturaleza y objeto de la acción extraordinaria de protección

El artículo 437 de la Constitución de la República determina que la acción
extraordinaria de protección procede cuando se trate de sentencias, autos
definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia firmes o ejecutoriadas, en los
que el legitimado activo demuestre que en el juzgamiento se ha vulnerado, por
acción u omisión, el debido proceso u otros derechos reconocidos en la
Constitución, siempre que se hayan agotado los recursos ordinarios y
extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de
estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del
derecho constitucional vulnerado.

n aquel sentido, la acción extraordinaria de protección, de conformidad con lo
ablecido en la Constitución de la República del Ecuador, así como en la
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jurisprudencia de este Organismo, tiene como finalidad que las vulneraciones a
derechos constitucionales no queden sin ser declaradas y adecuadamente
reparadas, por lo que es factible que las sentencias, autos definitivos y
resoluciones con fuerza de sentencia, que se encuentren firmes o ejecutoriadas,
puedan ser objeto del examen por parte del más alto órgano de control de
constitucionalidad, la Corte Constitucional.

Por consiguiente, el objeto de análisis de la acción extraordinaria de protección
se encuentra circunscrito exclusivamente a la presunta vulneración de derechos
constitucionales y normas del debido proceso en el curso de la decisión
impugnada.

Determinación y desarrollo del problema jurídico

Como ha sido anotado en la presente sentencia, el accionante identificó una serie
de derechos y principios constitucionales que habrían sido vulnerados por la
actuación del tribunal de la Sala Especializada de lo Penal de la Corte Nacional
de Justicia. No obstante, de los hechos relatados y argumentos presentados en la
demanda, esta Corte ha identificado elementos que corresponden al derecho a la
defensa; y más específicamente, a la garantía de no ser privado del mismo en
ninguna etapa o grado del procedimiento. En razón de lo señalado, esta Corte
Constitucional procede al planteamiento y resolución del siguiente problema
jurídico:

Los autos del 1 y 12 de abril de 2013, dictados por los jueces de la Sala
Especializada de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, ¿vulneraron el
derecho al debido proceso en la garantía de no ser privado del derecho a la
defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento, reconocido en el
artículo 76 numeral 7 literal a de la Constitución de la República?

El derecho al debido proceso en la garantía de no ser privado del derecho a la
defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento, se halla recogido en el
artículo 76 numeral 7 literal a de la Constitución de la República, en los términos
que a continuación se detallan:

Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías
básicas: (...)

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:

a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del
procedimiento.
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La norma consagrada en el artículo 76 de la Constitución de la República,
reconoce al debido proceso como un derecho de protección y un principio
constitucional primordial, concebido como el conjunto de derechos y garantías
propias de las personas, así como las condiciones de carácter sustantivo y
procesal que deben cumplirse con la finalidad que quienes son sometidos a
procesos en los cuales se determinen derechos y obligaciones logren los
resultados más apegados al valor de la justicia.

Desde este enfoque, la importancia de este derecho reside en que, a través de las
garantías que lo conforman, la Constitución proscribe la arbitrariedad por parte
de las autoridades jurisdiccionales en el conocimiento, sustanciación, decisión
del caso concreto y ejecución de dicha decisión. Es decir, el derecho al debido
proceso tutela los derechos del individuo en cada etapa procesal, durante el
tiempo que dure una controversia hasta la ejecución integral de la decisión
emitida respecto de ella1.

Justamente, la garantía en cuestión establece que el ámbito de protección
temporal del derecho a la defensa y las garantías que lo componen, se extiende
desde el primero hasta el último momento en que la actuación de la autoridad
pública interviene en la esfera de los derechos del sujeto por medio de las
actuaciones del procedimiento del que se trate. En ese sentido, implica la
continuidad y permanencia de la protección constitucional de todos los demás
componentes del derecho.

Respecto a esta garantía en específico, la Corte Constitucional razonó:

... el pleno ejercicio del derecho a la defensa es vital durante la tramitación del
procedimiento, porque de ello dependerá en última instanciael resultado del mismo. Así,
el derecho de hallarse en el proceso impone al juez el deber de: (...) no excluirlo
indebidamente del proceso, puesto que de otro modo no se garantiza el derecho de las
personas a exponer sus posiciones, a ser oídas por los tribunales, o a presentar sus
argumentos o pruebas de defensa2.

Esta Corte de manera general, ha ejemplificado bajo que condiciones se
materializa una vulneración de la garantía en cuestión. Así en la sentencia N.° 389-
16-SEP-CC, caso N.° 0398-11-EP, argumentó:

... se vulnera el derecho a la defensa de un sujeto procesal cuando existe indefensión;
esto es, cuando se le impide comparecer al proceso o a una diligencia determinante del
mismo, a efectos de justificar sus pretensiones; o, cuando pese a haber comparecido, no
ha contado con el tiempo suficiente para preparar una defensa técnica adecuada; o

Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 059-17-SEP-CC, caso N.° 0118-13-EP.
2CorteConstitucional para el período de transición,sentencia N.°024-10-SEP-CC,caso N.°0182-09-EP.
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igualmente cuando, en razón de un acto u omisión, el sujeto procesal, no ha podido hacer
uso de los mecanismos de defensa que le faculta la ley, en aras de justificar sus
pretensiones, como por ejemplo, presentar pruebas, impugnar una resolución, etc. De
modo que esta indefensión, deviene en un proceso injusto y en una decisión con serio
riesgo de ser parcializada y no corresponder con los derechos y principios
constitucionales.

En el caso en juicio, las decisiones judiciales que el accionante considera como
fuente de vulneración a sus derechos constitucionales fueron, por un lado, el auto
dictado el 1 de abril de 2013, en el que el tribunal de la Sala Especializada de lo
Penal de la Corte Nacional de Justicia decidió declarar el abandono del recurso
de casación por inasistencia a la audiencia de fundamentacion del recurso; y por
otro, el auto en el que se negó a revocar la providencia previamente emitida, por
considerar que el certificado médico fue presentado con posterioridad a la
declaratoria de abandono y que tal justificativo no es causal para que proceda la
revocatoria del auto.

El legitimado activo estima que dichas decisiones constituyeron un impedimento
ilegítimo para ejercer sus derechos como parte procesal -y más concretamente,
como recurrente-, que hubieran concluido con un pronunciamiento sobre los
méritos de su recurso, de haberse aceptado el justificativo presentado por su
abogada. Por su parte, el conjuez que presentó el informe en la presente causa,
defiende su actuación al señalar que a lo largo del procedimiento se garantizaron
sus derechos de tal modo que tuvo pronunciamientos sobre el fondo del caso en
primera y segunda instancia; que incumplió una solemnidad establecida en la ley
para la presentación del recurso y que la consecuencia fue la declaratoria de
abandono; y que, la justificación presentada, además de extemporánea,
obedecería a una suerte de maniobra contraria al principio de lealtad procesal.

En el marco de los argumentos presentados por las partes, procede que esta Corte
trace el contexto normativo-procesal en el que fueron emitidas las decisiones que
ahora se examinan. Este es la sustanciación del recurso de casación en materia
penal, sustanciado según las reglas establecidas en el ahora derogado Código de
Procedimiento Penal3. La casación en materia penal, regida por los principios
constitucionales generales y específicos del ejercicio del poder punitivo del
Estado, es un recurso extraordinario, al que acceden quienes aspiran la corrección
de posibles errores en la aplicación e interpretación del derecho, en sentencias de
última instancia. Respecto a este recurso, la Corte ha señalado lo siguiente:

3Suplemento del Registro Oficial N.° 360, 13 deenero de2000. ElCódigo deProcedimiento Penal perdió vigencia por efecto dela
disposición derogatoria segunda del Código Orgánico Integral Penal, publicado enel Suplemento del Registro Oficial N.° 180, di
10 de febrero de 2014.
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... la naturaleza del recurso de casación es de carácter vertical -corresponde el
conocimiento del recurso a un órgano superior- formal -el recurso tiene requisitos para
su presentación-, y cerrada -el recurso se fundamenta para su presentación y
resolución, en causales establecidas en la norma-; y que no se constituye en instancia
adicional (Énfasis consta en el texto original)4.

Las características previamente enunciadas responden a varios elementos que
hacen que el recurso de casación en materia penal no sea asimilable a los
recursos ordinarios -como, por ejemplo, el recurso de apelación, de nulidad, o
los recursos horizontales de aclaración y ampliación-. Es importante considerar
que el recurso de casación en materia penal se interpone únicamente en contra de
la sentencia, que no es sino la decisión final sobre el fondo del caso. Más aún, no
es cualquier sentencia, sino la que ha sido dictada en segunda instancia -con lo
que, para el momento en que procede la interposición del recurso, el sistema de
administración de justicia ha garantizado un doble pronunciamiento sobre las
cuestiones de hecho y de derecho. Por otro lado, el recurso sirve únicamente para
corregir errores en la interpretación y aplicación de la normativa, lo que excluye
la posibilidad de considerarlo como la puerta abierta a una nueva instancia de
discusión sobre los hechos probados y valorados. Asimismo, es relevante el
considerar que el recurso se fundamenta oralmente, por lo que la audiencia es
imprescindible para que los jueces casacionales se formen una idea clara de los
cargos formulados en contra de la sentencia impugnada, y los argumentos que los
sostienen. Por último, el órgano competente para sustanciarlo y llevarlo a término
es el más alto tribunal de justicia ordinaria del país -la Corte Nacional de
Justicia-; la cual, a través de sus Salas, tiene la misión fundamental de unificar
los criterios de aplicación e interpretación del derecho por parte de todos los
jueces inferiores. Es así que, el recurso de casación tiene una función de orden
social, que sobrepasa los intereses de las partes en conflicto y está relacionado
con la optimización del principio de seguridad jurídica en la aplicación e
interpretación del ordenamiento jurídico por parte de los operadores de justicia.

Todas estas razones sirven de justificación constitucional para exigir de las partes
el cumplimiento de las formas estrictas para su presentación, el litigio ante la
Sala Especializada de lo Penal, y las posibilidades de ejercicio del derecho a la
defensa. Una de estas formas, precisamente, es la comparecencia a la audiencia
de fundamentacion del recurso. Es así que, además de ser la expresión del
ejercicio del derecho a la defensa -y más concretamente, de las garantías de ser
escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones, así como de
exponer y replicar razones y argumentos- constituye una carga ineludible para el
recurrente. He ahí que la consecuencia prevista en el primer artículo innumerado

4CorteConstitucional, sentencia N.° 015-17-SEP-CC, caso N.° 0400-13-EP.
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incorporado a continuación del artículo 326 del Código de Procedimiento Penal5,
aplicada por el tribunal, tiene pleno asidero en el marco constitucional que nos
gobierna; y el tribunal casacional tiene amplias posibilidades de interpretar el
peso de la carga impuesta al recurrente. Lo señalado cobra más sentido si se
considera que este último, asistido por su defensor o defensora técnica, está en
pleno conocimiento del marco regulatorio del recurso de casación en materia
penal -el cual delinea los mecanismos adjetivos a través de los cuales debe
ejercer su derecho a la defensa, de considerarlo pertinente-, así como de las
consecuencias jurídicas de sus actos y omisiones en tanto parte procesal.

En concreto, la inasistencia del recurrente a la audiencia fijada acarrea la
declaratoria del abandono de la causa, en los términos establecidos por el artículo
aplicado por la Sala. Ahora bien, es claro que la ocurrencia de hechos que sean
ajenos y más fuertes que la voluntad del recurrente de comparecer a la audiencia
podrían determinar que la aplicación inflexible de la regla resulte contraria al
derecho a la defensa, por hacer que la disposición se erija como una barrera
infranqueable para proteger sus derechos en el proceso. Esta determinación debe
hacerse caso por caso, atendiendo a los hechos presentados. Por esta razón, es
pertinente efectuar un recuento de los elementos más relevantes en el presente
análisis.

Como consta en los antecedentes de la presente sentencia, el accionante interpuso
recurso de casación en contra de la sentencia condenatoria dictada por la Primera
Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Los Ríos (fojas 31 a
36 vta. del expediente de segunda instancia). En razón de haber sido calificado
por la judicatura de segunda instancia, el proceso subió a la Corte Nacional de
Justicia para efectuar el trámite correspondiente (foja 41 del expediente de
segunda instancia).

El 19 de marzo de 2013, el tribunal de la Sala Especializada de lo Penal de la
Corte Nacional de Justicia avocó conocimiento de la causa y fijó como fecha
para que se efectúe la audiencia oral, pública y contradictoria de fundamentacion
del recurso, el 1 de abril de 2013 a las 14:30 (fojas 6 a 7 del expediente de
casación). La providencia indicada fue notificada el 20 de marzo de 2013; es
decir, doce días antes de la fecha fijada para la realización de la diligencia (fojas
8 a 13 del expediente de casación).

De la revisión del expediente, no consta que, para la fecha y hora señalados para
la audiencia haya existido expresión alguna del recurrente o parte alguna en el

5Art. ...-Abandono del recurso.- Lafalta de comparecencia deunoo más recurrentes a laaudiencia dequetrata el artículo 325,dará¿
lugar a que se declare el abandono del recurso respecto de los ausentes.
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sentido de solicitar que se difiera la diligencia ordenada. En su lugar únicamente
consta la razón emitida por la secretaria relatora encargada, en la que señala que
la audiencia no tuvo lugar por falta de asistencia del recurrente y de su abogada
defensora (foja 14 del expediente de casación). A foja siguiente, consta la
primera decisión judicial impugnada, en la que el tribunal resuelve declarar el
abandono del recurso.

El día siguiente -esto es, el 2 de abril de 2013-, comparece la abogada defensora
del recurrente y presenta una justificación para su inasistencia a la diligencia
señalada. A la misma acompaña un certificado médico emitido por el doctor Luis
Ordóñez -odontólogo-, quien indica lo siguiente: "CERTIFICO Que Merly
Barberan Solorzano ha sido atendida el día lunes 9:40 AM por presencia de un
dolor agudo con edema facial, para lo cual se dreno y fármaco terapia,
recomendándole 48 horas de descanso (sic)".

No se encuentran más elementos que determinen el momento en que inició la
dolencia; ni que demuestren que la abogada defensora comunicó sobre su
dolencia a su representado; ni que ella o el recurrente o su abogada defensora
hayan efectuado intentos por anunciar de forma oportuna al tribunal la
imposibilidad de asistir a la audiencia convocada, sea desde el momento en que
se le habría presentado la dolencia a la que se refiere su justificación, sea desde el
momento en que efectivamente fue atendida por el profesional de la salud. Esta
falta de elementos, a juicio del tribunal, hizo que no considere la justificación
como suficiente para revocar la decisión de declarar el abandono del
procedimiento, como consta en la segunda decisión impugnada en esta acción
extraordinaria de protección.

A juicio de esta Corte, el razonamiento de la Sala no constituyó un impedimento
infranqueable para que el recurrente ejerza su derecho a la defensa, ya que
admitió que una justificación presentada de forma oportuna -antes de efectuarse
la audiencia- o con elementos suficientes que permitan evidenciar las razones
para que el recurrente no comparezca o haya hecho lo posible por comparecer sin
éxito, sea aceptable como justificación para excluir la aplicación del artículo
innumerado primero incorporado a continuación del artículo 326 del Código de
Procedimiento Penal. Este es, más bien, consistente con el carácter formal y
extraordinario del recurso de casación en materia penal, que como ya se ha
abundado en el presente fallo, es consistente con el marco constitucional; y más
concretamente, con la garantía del derecho a la defensa.

or las razones expuestas, esta Corte Constitucional estima que los autos del 1 y
de abril de 2013, respectivamente, emitidos por el tribunal de la Sala
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Especializada de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, no vulneraron el
derecho al debido proceso, en la garantía de no ser privado del derecho a la
defensa, reconocido en el artículo 76 numeral 7 literal a de la Constitución de la
República.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar que no existe vulneración de derechos constitucionales.

2. Negar la acción extraordinaria de protección planteada.

3. Notifíquese, publíquese y cúmplase.

M PDR/Cim
iiz Guarnan

PRjMlDENTl

' / /Hiinít POZ]

Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno
de la Corte Constitucional, con seis votos de las señoras juezas y señores jueces:
Francisco Butíñjr Martínez, Pamela Martínez de Salazar, Wendy Molina
Andrade, Ruth Seni Pinoargote, Roxana Silva Chicaíza y Alfredo Ruiz Guzmán,
sin contar con la presencia de los jueces Tatiana Ordeñana Sierra, Marien Segura
Reascos y Manuel Viteri Olvera, en sesión del 12 de julio del 2017. Lo certifico.

Cf
JPCH/jzj

JaCnje^ozo

Cbetarí
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RAZÓN.- Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el señor
Alfredo Ruíz Guzmán, presidente de la Corte Constitucional, el día lunes 17 de julio
del dos mil diecisiete.- Lo certifico.

JPCH/JDN

_y

Jaime. Ex^o/Chamórro
Secretarlo General
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RAZÓN.- Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los diecisiete días del mes
de julio del dos mil diecisiete, se notificó con copia certificada de la Sentencia
Nro. 221-17-SEP-CC emitida el 12 de julio de 2017, a los señores: Luis
Modesto Gavilánez Jiménez, en la casilla constitucional 1201, así como también
en la casilla judicial 5125, y a través de los correos electrónicos:
lparedes405@gmail.com; noti.ficacionesiuridicas5Q5@gmail.com; a Carlos
Jiménez Díaz, en las casillas judiciales 1979, 5076, y a través de los correos
electrónicos: solegalkarlosv@yahoo.coni;
carlosg.villavicenciol7@foroabogados.ec; patriciacastrodelarrca@hotmail.com;
a la Defensoría Pública, en la casilla judicial 5711, y a través de los correos
electrónicos: boletaspichincha@d.efensoria.gob.ec; wcamino@defensoria.gob.ee;
ebenavides@defensoria.gob.ee; lmontoya@defe.nsoria.gob.ee; a la Fiscalía
General del Estado, en la casilla judicial 1207; a los Jueces de la Sala
Especializada de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, a través de los correos
electrónicos: fedgarvvilfrido@yahoo.com; edgar.floresm@cortenacional.gob.ee;
al Procurador General del Estado, en la casilla constitucional 018. Además, a los
dieciocho días de mes de julio, se notificó a los señores: Jueces de la Sala
Especializada de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, mediante oficio Nro.
4688-CCE-SG-NOT-2017, a quien además se devolvió los expedientes
originales Nros. 12241-2012-0010; 12102-2011-0463; 17721-2013-0099;
conforme consta de los documentos adjuntos.- Lo certifico.-

JPCH/LFJ
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Quito D. M., 18 de Julio del 2017
Oficio Nro. 4688-CCE-SG-NOT-2017

Señores

JUECES DE LA SALA ESPECIALIZADA DE LO PENAL DE LA CORTE

NACIONAL DE JUSTICIA

Ciudad.-

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, adjunto copia certificada de la Sentencia Nro.
221-17-SEP-CC de 12 de julio de 2017, expedido dentro de la acción
extraordinaria de protección Nro. 0842-13-EP, presentada por Luis Modesto
Gavilánez Jiménez. Además, devuelvo el expediente original Nro. 17721-2013-
0099, constante en 1 cuerpo con 53 fojas útiles de su instancia. Además,
devuelvo el expediente original Nro. 12101-2011-0463 (12101-2012-0535),
constante en 02 cuerpos con 62 fojas útiles correspondientes a la Sala
Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Los Ríos; y, el
expediente original Nro. 12251-2011-0157 (1191-2010), constante en 08 cuerpos
con 735 fojas útiles correspondientes al Tribunal Primero de Garantías Penales
de Los Ríos, particular que deberá ser informado a dichas judicaturas.

Atentamente,
^^Corte

XÍÍS OH.ECi.wOK

¡ SECRETARSE
rmePozo Chamorro GENERAL

Secretario General

Anexo: lomfdicado
JPCh/LFJJ j
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